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de l<l~ medidas COft\."Ctoras que de ellos resulta con el principio de
legalidad penal en cuanto que este implica también ta predeterminación
de las penas.

Esta supuesta contradicción con el art. 25 de nuestra Constitución
no puede S('f afirmada. sin emhargo, en relación con un precepto (el cel
art 18 LTTM), cuya defectuosa redacción se limita a establecer un
límite absoluto a la duración máxima de las medídas correctoras. sin
prejuzgar en lo demás cuál haya de ser la duración de estas medidas en
cada C:lSO concreto. Ese límite CS, por lo demás. congruente con la
naturaleza propia de tales medidas, así como con la finalidad reforma­
dOITI que con ellas se persigue, pues alcanzada la mayoría de edad civil
cesa la acción tutelar rropía de esta jurisdicción. sin que, por tanto.
pueda entenderse que dicho limite conculque el principio de legalidad en
los térmmos ya apuntad(\:':i.

Tampoco la posibilidad de modificar los acuerdos adoptados en
materia reformadora contraria tal principio, pues hay que partir de las
especiales caracteristicJs de esta jurisdicción, en donde las medidas a
imponer no tienen la consideración de penas retributivas de conductas
ilícitas. sino de medidas correctoras, aun cuando restrictivas de los
derechos fundamentales del menor. siendo impuestas en atención a las
condiciones del mismo y susceptibles de adaptadón en atención a las
circunstancias del caso y a la eventual eficacia de la medida adoptada,
primándose así la necesaria f1exibilidad que tanto para la adopción de
tales medidas como pafa el manteniiniento de éstas ha de regir la
actividad jurisdiccional en la materia. Es claro, por lo demas, que el
mencionado precepto, al indicar que los acuerdos no tienen carácter
definitivo y puedcn .ser modificados e incluso dejados sin efecto. en

modo alguno autoriza a .::grnvar, si no es mediante nuevo pn;(:·~di;n¡ento

en razón de nuevos hccJ~os, las medidas ya adoptadas.

fALLO

En atención a todo 1(\ expuesto. el Trihunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.0 Declarar inconstitucional el arto 15 de la Lev dc Tribunales
Tutelares de Menores. en cuanto regula el procedimiento apll:::able en
ejercicio de la facultad de corrección o reíorma.

2.° Declarar que no es inconstitucional el art. 16 de la citada
norma, interpretado con el sentido y alcance previsto cn el fund:.unento
juridico 7.°

3.° Desestimar las cuestiones en todo lo demás.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a catorce de f~brcro de mil novecientos nO\'enta y
uno,-Firmado.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio LJo­
rente.-Femando García-Mon y Gonzálcz-Regueral.-Carlos de ia Vega
Benayas.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Jesus Leguina
ViIla.-Luis López Guerra.-Jose Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-Vicente Gimcno Sen­
dra.-Rubricados.

•

EN NOMBRE DEL REY

I. Antecedentes

la siguient.:

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compu~ta por don
Fc-ancisco Tomás y Valiente, Presidente: don Fernando Garcia-Mon y
(i<)tlzáL:z-RcgueraL don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Le~uina

Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, l...raglStra·
dos. ha pronunciado

Juzgado en proveer la wlicitud dd recurrente de Que se le dl'sign~sen

Abogado y Procurador del turno de oficio para la interpnsición de
recurso de apelación. Por lo que respecta a esta concreta cUt.''itión, el
Cole~io de Abogado'i dt' tI.'ladrid afirma en su dictamen que, antes de
emítlr el mismo. solititó la colaboración del Colegio de Ab;::,.~:ados de
Cddiz sobre la ausenóJ de d.es1gnación de Abogado de oficio, manifes­
tándose y documentándose !por;..{'Iicho Colegio que en sus arch; vos sólo
constaba una petición de Abogado del turno dc oficio solicit3da para
don Juan Carlos Caccres Oambini por el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria de dicha ciudad. pero como quiera que en dicha p>;tición
se omitía expresar dalos fundamentales como el objcto o pret-:.:'n~¡ón para
la que soliCItaba el nombramiento de dicho profesional. se requirió a
dicho Juzgado a lo~ efectos de que se completara y ampliara didw olicio,
sin que por el Tribunal solicitante y hasta la fccha se haya recJoldo la
información solicitada a su .,:ez por el Colegio de Abogados de Cidiz.
Por providencia de 23 de enero de 1989, la Sccción acordó dar traslado
a la Letrada designada en tumo de oficio en segundo lugar. derla ["'laría
Jesús Fcrmindez y Boronal, para la formuladón de la corrcs~)',)nd¡('ntc

demanda de amparo, Que fue presentada por escrito de 17 de febrero
de 1989.

2. La demanda de amparo se basa, en síntesis, en los siguientes
hechos:

a) En fecha 15 de junio de 1987, el hoy recurrente d~ amparo.
interno en el Centro Pwit~nclariode El Puerto de Santa M¿ri2, soheitó
a la Dirección del Centro que le fuese reconocido el derecho a un trabajo
remunerado y a los ~ncficios correspondientes de la Seguridad SuCta!'
Posteriormente, ante la ausencia de contestación, presentó qu.':;a anJe el
Juzgado de Vigilancia de Cidiz (expediente numo 1.025/1981). Por Auto
de 31 de julio de 1987, el Juzgado estimó parcialmente la queja
formulada y reconoció al solicitante el derecho a un puesto C~ trabajo
y a los beneficios de Seguridad Social. pero matizando que el mismo s~

haria efectivo de man~r3 inmediata cuz:ndo, dada la carenci" de puestos
de trabajo dentro de la .D!"isión. lo obtuviese siguiendo la prd<i~lór. fijada
por la Junta de Régimen y Administración del Centro Penl~e:~'¡ario.

b) Contra dicho Auto interpuso el solicitante recurso tic .1p.-:laClón
ante la Audiencia Provindal de Cádiz, solicitando la cesignación de
Abogado y Procurador del turno de- oficio para la tr.:!.r.1it~-:-lón del
mismo. Por Auto de 5 de' octubre dc 1987, el Juzgado de"\ í:.:;ilancia
Penitenciaria consideró dicho recurso como de reforma y lu· d:.o.cstimó
por los mismos argumentos que el Auto impugnado y luvO por
ímcrpucsto recurso de apelación, ordenando remitir testimx;io de las
actuaciones a la Audie~óa Pro\·inrial. así como librar pri?Vi2rJ':.:-¡;te los
oficios pertinentes J. los Colegios de Abogados y Procur::lc.o-:-,;s para la
designación de turno d~ oficio de Abogado y Procurador. r:::-':peclÍva­
mente, al rl~urrcnte.

c) Ante la ausencia de noti ....ias t'"I..·specto a las designacioi:cs ir:tcrcsa­
d:Js. el hoy recurrente dirigió diversos e~("ritos al Decano ctd e '~'-,"gii) de
Abogados de Cádiz, al Pr('s¡dc-Etc de la Audiencia Provincial, :;;.i J1.1zgndo
de Vigilancia Penitenciaria, a la. Fiscalía Gencral del E;;'-~;:"::) y al
Defens.or del Pueblo, exponiendo que no tenia conocimic".!,) alguno
acerca de la designaci0n dI;': Abogado y Pr;,1curador del lUrr..c :,!'. oficio
p~lra que le asistan y n:pres~IH~!l, respectivamente, en ;:;! Lé:'.:¡SO de
apdaóón interpwsto.

Silla Primera. Scmencia 37/1991. de 14 de feérero. Recurso
de amparo 1.578/1988. Contra la amistó': por el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria de Cádiz al no proceder a la
designación de A.bogado y Procurador del turno de oficio
solicitada por el1w.v recurrente para formalizar recurso de
apeladón contra .luto de dicho Juzgado. Tutela elec/ira de
Jueces y Tribunales: dera'ho a un proceso sin dilaciones
indebidas.

7199

L Por escrito presentado en este Tribunal el 3 de octubre de 1988,
don Juan Carlos Gicercs Gamhini solicitó el nombramiento de Abogado
y Procurador dd turno dc oficio para interponer recurso de amparo.
Etectuados los nombramientos solicitados. el Letrado deSIgnado en
primer lugar, don Miguel Angel Ruiz Monsalves, por cscrito presentado
el 2 i de noviembre de I Q88, se excusó de la defensa del recurrente. Por
pro\'idencia de 28 de noyi~mbre de 1988. la Sección Tercera de la Sala
Segunda -en la actualidad Sala Primera- acordó tener por excusado al
Letrado y r~mitir testimonio de bs actuaciones al Consejo G~ncral de
la Abogada para que. de conformidad con lo dispuesto en el arto 38 de
la Ley de Enjuiciamiento Civil. emitiese el correspo!1dicnte dictamen
sobre si puede o no sosteners;: la pretensión dcl recum:nte. La Juma de
Gobierno del Colegio de AbogaGü'i de Madrid. en di;,:tamen de t~cha 27
de dici;:mbrc d~ t 988, consideró sostenible la prek'nsiún d~ ampaiO al
estimar que en la re~~J.~m:.':"i9n pla~ltea~a por el S?:~cit:mt~ dc a~l1p~ro
ante el Juzgadú de \' 19l1ancla Pen:tenc¡ana de Cadlz ~"~ e'it.1ba ll1fnl1­
g~c-:1d.o I~s dcr~chos.3 obtene: la tutela j~ld¡cial efectiva y :1 un proc~so
Slíl dl1auones md::bldas consagro.dos en el a.."t. 24.1 y 2 d,-," la Ccmt11u·
ción. debido a las omisiones o f<da de actividad procesal. del citado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. J.578/l988, interpúcsto por don Juan
Carlos Cáceres Gambini. representado por la Prowradora de los
Tribunales doña Adela Gilsn.nz Madroño y asistido por la Letrada doña
María Jesús Fernández y Boronat, contra la omisión por cl Juzg.1do de
Vigilancia Penitenciaria de Cádiz en proceder a la designación de
Abogado y Procurador del turno de oficio solicitada por el hoy
recurrente para formalizar recurso de apelación contra el Auto de 31 de
julio de t9S7 de dicho Juzgado, dietado en el expediente 1.025/1987. En
el proceso de amparo ha sido parte el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
el i\1agistrado don Jesús Leguina Villa, Quien expresa el parecer dc la
Sala.

; .
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3. La representación del recurrente alega. en primer lugar" que ha
sido infringido el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas
consagrado en el arto 24,2 de la Constitución, puesto que desde el 23 de
septicmbre~,de 1987, fecha en que el recurrente interpuso el recurso de
apelación contra el Auto dictado por el Juzgado de Vigilancia Penjten~

ci¡¡ria, ha ¡fusado tiempo más que sobrado para Que el Juzgado resuelva
proveyendo a la solicItud de nombramiento de Abogado y Procurador
del turno de oficio. En segundo lugar, estima Que la falta de actividad
procesal del Juzgado supone la infracción del áerecho de obtener la
tutela judicial efectiva del al1. 24.1 de la Constitución, pues el deman­
dante de amparo tiene interés en apelar el Auto c1ictado por el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria y procesalmente tiene derecho a la segunda
instancia, y la inactividad del Juzgado le impide formal y materialmente
la fOffilalización del recurso.

Por lo expuesto, solicita de este Tribunal que otorgue el amparo
declarando que- se han vulnerado los derechos a obtener la tutela judicial
efectiva y a un proceso sin dilaciones indebidas y, en consecuencia, que
el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Cádiz proceda a designar
Abogaco y Procurador del tumo de oficio para formalizar el pertinente
ro:curso de- ,apelación.

4. Por providencia de 25 de julio de 1Y89, la Sección Primera de
la 5:1!:1 rrim~ra acuerda admitir a trámite el recurso formulado por don
Juan Carios Cáceres Gambini, sin perjuicio oe lo que resulte de los
antecedentes. y, a tenor de lo dispuesto en el art 51 de la Ley Organíca
del Tribunal Constitucional (LOTe), requerir atentamente al Juzgado de
Vigilancia Penitenciaria de Cádiz y a la Alld¡enc~a de dicha capital para
que ..:-n e! plazo de diez dióls remitan, res¡Xl:ü':amer:te, t~stimonio del
expediente núm. 1.025/1987 y del rollo de- apf'ludón Jimana:ne del
mismo.

000

00,

y el precedente despacho del Juzgado de Vigilancia Pcnitenciana de
dicha capital y. a tenor de lo disp!.lcsto en elart. 52 de la LOTe, dar vista
de todas las actuaciones del presente recurso de amparo por un plazo
comiln de veinte dias al Ministerio Fiscal y al solicitante del amparo
para que, dentro de dicho término, puedan presentar las alegaciones que
a su derecho convengan.

7. En su escrito de alegaciones, pres(nt.adoelI5 de enero de 1990,
el Ministerio Fiscal interesa que se dicte Sentencía desestimando la
demanda de amparo por no existir. la violación constitucional denun·
dada. Al respecto alega. en primer lugar. que no todo rdraso o
irregularidad temporal en el trámite procesal es identificable con la
violación del derecho constitucional a un proceso sin dilaciones indcbi~
das, por que ésta no sólo requiere el transcurso del tiempo mas a!1:1 de
jo normal, sino también acreditar que 13 tardanza es imput3ble a
negl¡~encia o inactividad no fundada ni razonable de los órganos
judiciales y la necesaria denuncia e invocación previa por el recurrente
ante dicho órgano judicial. En este supuesto concreto, frente a la
den:..ncia del actor, se acredita por la certificación expedida por el
Secretario de la ,\udiencia de Cádiz: que el expediente 1.025/1987 dd
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria entró en la Secretaria el día 10 de
no\-ie;nbre d~ 1987, Ycon la misma fecha se dio a las partes traslado
paca instrucf'ión y el día te de marzo de 1qi{R la Sala dic~ó Auto
Jesestim:l:nd:J d r,;'curso de apelación. La actividad judicial en el recurso
de apelación cumple el trámite procesal, lo Que supone que se designó
LetraJo y Procurador de oficio y que estos intervinieron cn el recurso.
Estc se resueivt: por el Tribunal dentro de un plazo prudencíal, porque
ad-nítido el recurso el dia 3 de octubre de t n7 se dicta resolución el día
i Ode marzo de 1988. No existe. por tanv), ki viola,::ión constituciún:li
dci derecho a un proceso sin dilaciones indebid<l\ ni se impide el ar:-ceso

5. En fecha 27 de septiembre de 1989. el JU7gado tie Vigilanriít al recurso legalmente establecido y el actor recibe una respuesta a 'iU

r oo o d prctensil;n impügnatoria.
e:1!t'~nCJ:1fla e C¿diz remitió testimonio del Auto di::::tado e'! 31 de julio

de ly87 en el expediente 1.025jl987, al ser el único dato que consta en En segundo" lugar, estima que la falla de eone.xión, no ohiigaj\,rb
dicho JuzlJ;¿rlo relatIVO a la petición de don Juan Carlos Cáceres legalmente, entre el recurrente y los proksionalel> desig.i1ados p;!:,a su
G~mbini. Posteriormente, en comunicaci.ón de techa 11 de diciembre de dt."l~nsa) representación tanto en el momento de su nombramiemo
J ')8G, la Sección Segunda dc la A'ldi'~ncia Pravincioldc Cádiz remitió como en .la .l\otlficJ.ción de la reso!ucion judicial de la audienda, y 1;1
~cndas diligencia:; de la Sccl'daría (lueditatJ;'3s de la imposlbiiidarl de cümiguie-n1e fallE! de mformación sovr~ el r;?'~ljrso y su terminación. 00
local¡z~(¡ón del rollo de apelación' dimanaIit~ J~l expediente 1.025/1987 tiene dimensión constitucional por no :;cr acciones 11 omis;or,cs de ies
del Juzgacln de Vigilancia Penitenciaria de dicha capitaL En concreto. en órganos judICiales sino conknido en [as relaciones profesionales c¡-H;'~ el
la diligencia de 6 de novicmore de 1989 se r.ace constar lo siguiente: actor y sus re;Jre!5e-nt2nte5, Esta descaneXIÓ<l. :ldamás, no ha ír:tp.?dico

en forma alguna ei acceso 21 recur<;o qu<;, se' ha c::!ebracc n: se 1:.:-
«Revisados los libros de Registro ubrantes en esta S~t3- acredítndo en la demanda de amparo ia minoración de ia corresp')t,·

ria, de los mismos resulta que el roBo l35/1987, dimanante diente defensa respcctoce l~ pretcm,ién deducida en el proccs~ r:'
del expediente 1.015/1987 del Juzgado de Vigilancia Peniten- impugnación de la resolución del Juzga.d.o de Vigilancia Peniter.cíJ.:!'ÍJ..
ciaria de esta capitaL tuvo entrada en esta Secretaría el día 10 De otra par.e, si se acredita que la resolucion del recurso de apelación.
de noviembre de 1987, pasando se~uidamente,y en la misma no fue notificada al representante del actor y por ello este desconoció su
fecha. las actaacioncs para instmccJón Ue las partes. Con fecha ~ontcnido puede solicitar, si precede con arreglo a, Derecho, su notifica­
10 de marzo de 19S8 resudve la Sala y se dicta por la mÍE.roa CJón áctn;¡1 a I·)s dectos kga!cs pertincnt\?s.
en esa fccha .Auto por el que se decJar2 desestimade el recurso
de ~pelación interpuesto. 3. La re¡.'rcsentaóón dei recurrente. en es;:¡:lo presentado el 16 de

Como quiera que, en el mes de abril de, mil novecientos f'perü de- 1990. manifiesta que de la lectura de las 3ctlraciones r~mitida:;;
ochenta y o¡,;hQ es desalojado el Palacio d.: Justicia, en virtud se comprueba, 01;,: una parte. que el Juzgado de Vi:filancia Pcr.:ücnC'¡~riJ.
de orden inmediata de desalojo dcl ?'.-linistcrio de Justicia por de CiJIZ aemltió;'l tramite el recurso d.:: ape¡~'CIGn im,:rpucsto p(\[ el iUf)'
flO!irble derrumbamiehto, fue neces¡¡fio deiar allí todas las s.olicitante de amparo ante- ia Audiencia dr~ Cádíz contra el Auto de fi.'Cha
causas terminadas y archivadas definitivamente. como es el 31 de julio de 1987, en el que solicitó el nombramíelllo de AbcS¡1t:!e y
caso de la que nos ocupa, al no haber espacio sufkientr, para Proc~rad(}fdel turno de OfiCIO para asumir la ddensa y repr~sentación
wstC'dia de las mismas en el local. que se destinó pl'l.ra y remHió esta solicitud al Colegio de Aoc\gndo'i de Cádiz para qUe
ubicación de este Tribunal. procedIera ,a 1:15 .designacion~s. Y, de otra parte-, que la Audiencia

La dtada causa junto con todas las de esta Se~ción y, de las Provincial de C¿diz no ha remitido testimonie d~¡ rollo de apelación
restantes causas terminadas de lits Oiras Secciones, fueron -1 dimummlc del mismo por imposihdiJad de localizar el expediente, pcro
.:::mpaquctadas y cn ...·iadas, sin clasifi...:-ación ní orden alguno a hace conSTar, en dilígenci<r de fecha 6 de noviembre de 1989, que
un almacén habilitado urgentemente en la zona franca de esta revisados los libros de registro de la Secretaria de la Audiencia de (,ádiz
capital, donde igualmente fueron envladas t0da~ las causas r~sulta qu~ el rollo 136/1987, dimanante del e:-.ped.enl.e 1.0251 J937 del
archivadas de los Juzgados d~ esta <:apitat que también Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de dicha c~pital, tuvo entrada en esa
estaban ubicados en el mismo c-dJi'icio.}) SecreIllría d 10 de 110viembre de i987 y que- con p:lstcrieridacL en fecha

10 de marzo de 1988, la Sala resolvió diciJdG de- Ai.LI0 par el que se
y en la diligencia de 7 de- noviembre el Sc;;retario de la Sala hace Jer.:1ara cese:>ti:nDdo el recurso de ,lpdaciúr. ir;!('-fpucsto en fCC2:1 23 de

con!'-taJ Que: sepliembre ce 19'1.>7 por el hoy re-currcp.h:: d.:: amp3ro. penk;¡uo en
(>onocimii~model T.C que la causa 135/1'1;0 conjta comú archivada \'

"fe-rsonado, jun~0 cen tres funcion2rics de esta Audiencia, en de dificil loc<1Ji7:-1clt)1l .
e almacén de la zona fnoca de esta c<lpital, desiÍnado pRrn
archivo de esta Audiencia Provincial, se ha podido comprobar Pues bien, el objetivo de! recurso de amparo estriba precisamente en
que se trata de un::! :lave industrial de grandes dimensiones, de la omisión por parte del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Cádi?
la cual una p;lfl.e, que mide aproxímadameme ocho me:ros y en ~¡ nombramiento de Abc,g[¡do y P:rocur¡¡jor dd turno de oficio que
;TIe-dio de largo por tres metros :' merljo ce ancho y por dos aSlJmierJn la dde",,'><I~' r~p[r.senti:lci6n dd recurrente en!a formalIzación
fl~'?!ros de alto," esta <1es¡inad0 O.:!r.! archivo de las tres del rccurso de apdac¡ón interpuesto por el mismo COn;f:l d Auto de
:':';'>:;<..inesdcesta.Audknti;~,J\jnde·n(\c\·:;tfes!Jnt,:riaparasuf.:cha 31 de inlio ce 1987. dlctado po, el Juzgado de VislL:mcia

Pcr.iIcn('i~j"Ja de CjO!Z, ante la Audiencü.I Provincini de dicha capil.,L
'.~('Joc~ciÓn, cncontr¿ndos{' lodos InS sU~:J.riC's por :1 suelo en
gro.:ncks montIJnl.'s. sm gu~rdJ.r or'(lc: f11¡,¡UnO, ní siquiera AhuLl bien, a pesar de Jn fornunic3.c;ón G.2' b Audi'~¡;c¡<l de Cidil d',:
separando el archivo de \lna y otrJ. Secdón, encf)nlrándiJse QUl' la ~!p~k.;l"l":n !.¡jmar;~;l1e ¿d C,\p:-uie!1l(' J.015/1987 dd Juz~~::i,jo de
jln~c' a sumario;;, rrl,Il;',¡;:¡mcn!-c red;'>I1¡es, otros de fr;ln Vigilanó1. P:lj~"r;.:i.J.na de C:idiz se rc-~0h"ió en !~ch:l 1:) dc marzo ¡j~
2.'1tll!,üedad, por lo que, <l p;?sur se ¡'8::'~r ('s"tado 1.'11 es;;, luglr I19C:L el hey Cen13PG:ll1tc d~ amp3 ro desconoce qUl;'" ia apd<:!c!on se
dIJ!'z-rHe dos mañana!'-, en "LIS Júrr.~:das ]::'})'~L1!CS completas, !tIC ht~cit-;o. .ek\líJd<•. ~,!dtl. Wl que!11 ~n :;iq'J;""'!"d le ~ablan :.!do dt:::,íp'adf¡s
¡rr:.pl)slblc localizar el expedier,h": mtl:;,c52.d~))}. los protbiuna.1-;·s ·:h'¡ lumo de oficio, lcnü.~nco en ;':l\~n¡:::. que ;;.'; pnJ¡Jíu

I ('elegio l.¡~ :4..~~;¡;,;~dm de CádiL, ~:1 ~ont..:-."t¡',c:ún a los ?~fcr~p;h'~ t.-.....;critos
6. La Seu:iún, por pro,,;dcfiCJa de ¡8 d~ dicicxhre de E'.tll.J, acue¡--da I del hoy ~(l!JC'lLtJ1te d~' amp:ro t: ¡n..;iu"o :J. la cob.boraclUD ~'olJ('i!ada POf

1('1J{'1 p'J[ I'('cit'lJ<t::> las actu:::tc;oncs f~'IClitidas Pi); la Aüdi~I1(.'ia de Cádiz, I el Co!t-glo de Aboí:'_;hios de Madrid, se exonera de rcsf)onsabdH1ades
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aduciendo que difkilmente puede proporcionar al hoy recurrente los
profesionales que requiere cuando no se ha puesto de manifiesto para
que causa se le deben designar. Esto es. el propio Colegio de Abogados
de Cádiz reconoce no haber nombrado Abogado y Procurador al ho)'
recurrente, luego-aun en el supuesto de haberse celebrado la vista de
apelación en fecha 10 de marzo de 1988 ante la Audiencia de Cádiz, la
mlsma se celebró sin asistencia ni de la pal1e ni de la defensa, quienes
Jíficilmente podian comparecer al no tener conocimiento de la vista.

Por ello. en el presente caso se ha producido. en primer lugar. una
violación del derecho constitucional establecido en el art. 24.2 de la
Constltudón, garJ.nte del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas­
por omisiones o falta de actividad proce-sal del Juzgado de Vigilancia
P~nilcnciaria de Ctidiz ql~t: desde el 23 de septiembre de 1987. fecha en
que el hoy recurrente interpuso apelación ante la Audiencia de Cádiz
coutra el Auto de fecha 31 de julio de 1987 dictado por aquél. ha
transcurrido más que el tiempo suficiente para proveer la solicitud de
Ahogado y Procurador dd turno de oficio, interesada. En·segundo lugar,
tambi"n se ha infringido e-I art. 24.1 de la Constitución en cuanto a la
tutda efectiva de los Tribunales y Jueces, al haberse omitido las
garantias establecidas en el art. &44 de la LE.e. En consecuencia.
procede dictar Sentencia conforme al suplido dt.'1 ro:urso de,amparo
formulado.

9. En fecha 21 de enero de IQ91, tiene entrada en este Tribunal
escrito remitido por el recurrente de amparo don Juan Carlos Caceres
Gambini en el que. luego de e,\poner los antecedentes del presente
recurso. comunica que desde hace tres meses trahnja en el taller de
macal1lca dd Centro Penitenl.'Íario donde se encuentra internado, pero
sin estar dado de alta l:n la Sl'guridad Social. razón por la cual solicitJ

. que se le- reconozca ('1 derecho al trabajo y a la Seguridad Soóal

!O. Por providencia de 11 de febrero de 1991. se señala p:lr<l
deliberación y votariun de la presente Sentencia el día 14 siguiente.

11. Fundamenrós jurídicos

l. La cuestión planteada en el presente recurso con~iste en d::ttrmi·
nar si, como consecuencia de la demora padecida por el Juzg'ddo de
Vigil¡lIlcia Penilcnciaria de Cádiz en la designaCÍón de Ahogado y
Procurador del turno de oticio solicítada por el hoy demantl<:lnte de
amparo para fonnalizar recurso de apelación contra los Auh)., dictados
el 3I de julio y 5 de octubre de 1997 por dicilo Juzgado c-n el e..,pediente
núm. i.015i1987. han sido infringidos los derechos a obtl'ner b1 tutela
judicial efecliva y a l:'-n pruce'iO sin dilaciones indebidas consagrados en
el art. 24 de la Constitución. En la demanda se razona. en. primer lugar,
que desde el 23 de septiemhre de 1987, fecha en qU(' el recurrente
interpuso rI recurso de apdaclón y solicitó la designa(·lón de Abogado
y Procurador de oticio. ha transcurrido tiempo más (jtW ~uficiente para
que el Juzgado resuelva proveyendo a la solicitud: en segundo lugar, que
la falla de actividad procesal del Juzgado impide la formalización del
recurso de apelación y ello supone la infracción d,,'l dt.'n:cho a obtener
la tutela judicial efectiva.

2. La rl..'solución de dichas cuestiones exige recordar brevemente los
antecedentes del presente recurso. Del examen de .la demanda v de las.
incompletas aí.:tuaciones remitidas por los órgancs Judiciales se despren­
den los siguientes extrt~mos: 1) El hoy recurrente de- Dmparo interpuso
recurso de apelación contra el Auto dictado el 31 de julio de 1987 por
el Juzgado de Vigil3ncia Penitenciana de Cádiz en ei exp~diente
1.02511987. sobre reconocimiento dt'l j('rccho a un trahajo remunerado
y solicitó el' nomhmmlento de Abogado y Procurador del turno de oficio
para la formalizacion dd mismo. En fecha 5 de octubre de 1987, el
Juzgado tl:'-vo por int~rpu~sto.el rccu~so y ordenó r(·mil.ir testimonio .de
las ,Ktüacwnes a la Audh.'nCla ProvmClaL asi CUn10 librar los oficIOS
pC"rtinl'llt~s a los Colt:gim. de Abog.ados y Procuradorl's pan!. proccdzr a
ef;,',;:tuar la~ dcs~g~~dont..'s interesadas. No obstantt: lo antL"rioL ya pesar
de las qUi.'Jas dmgldas por el hoy recurrente al Decanu del Coleg.¡o de
.-\hog.a,jos-lk C:idiz. al Presidente de la Audiencia Provincial, al Juzgado
de Vigilancia PenÍ1¡,>J1cÍ<l.ria. a la Fiscalia General dd Estado y <11
Defensor d.:l Pueblo, no o¡stc constancia alguna en las actuacIOnes
jud¡~i~!es Je que se hayan C-fl'ct~<:.do !as.dc~ifnacionc~soliCitadas, 2) La
Sl'lTIOll Sl'gunda dl..' 13 Aw.l!C'!1Cl<1 Pro',mela de- CidlZ. en feeha 11 de
lhi..-:mbre d..: 1989. comulllcó a este Tribunal ~.i lnlposibilidDd d~

localil:lción dd Rollo de •.'p,;!ación núm. 135/1 u87, dimanante- dd
eXj'cdÍC'nte núm. 1.025/1987 Jt"1 JULgado de VigiL;ic~a r,'nitcnd:lria de
dkha CHI(]¡ld ...-\simi"nlo í,.'omuni('ó que en d Libro Re:,¡ ... tr,.' O-parecía que
en l·¡ nt;::;:'Io Rollo dt: apdaClUl1 la Sala había dicI;":ri~) Auto. c-n fecha !O
d{: mill"m de ¡~8K d..:~estirnanJ0 ::l n..Turso d...- ape::¡eión i~¡crpuesto.
pl.'r~) ~ln hacf'r n'f,,'renc..! alguna 3 la C<lUSa ¡J(: Ccs('"llr::;!C1Ó!1 dd n.x.'urS'l
y. l'n ('onGt'to. accrca oc si en d mismo el recurrente hahJ. (:omnar<::'ciJo
f!"hiJaml'ot,' rl.':)r\.'~ntJdo y asüli,b por Procur;"<!or y AboHado dd
lurnn íJ... ofi~'io. 3) En f'~'dia 21 de- e¡~('ro·de lC;lL el so]icilante d('
anJ;J:lfO. den Juan Carlos Cdcere-s GDmhini, n.'fi~itíó C's('fiw a este
1 ¡-¡bunal en el que, entre otro,; cxtr~mos, comunico qlll..' linde hada tn.--s
mc~.cs el Ccnlro Penitencwrio 1.: h;:lbía pfüpor~'ionJ.do trabajo en el t~l1ler
de mecánica.
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3. Es doctrina constantl' de este Tribunal la de que el derecho a un
proceso sin dilaciones inu;:bidas, que no se identifica con el mero
incumplimiento de los plaLes procesales. inl'OflJora en su enunciado un
concl?pto jurídico indeterminado cuyo contenido concreto ha de ser
'licanzado mediante la aJ-.'licación a las circunstancias especificas de cada
caso de los factores obktivos y subjetivus que sean congruentes con su
cnunciado genériw. Esto~ fi.lctores -ha afirm.tdo este Tribunal siguiendo
de cerca lajurisprudctlcl.J del Tribunal Europeo de Derechos Humanos­
pUl.'den quedar reducido'> a los siguientes: la complt:jidad dd litigio. los
m:írgenes ordinariO'i- de duración de los litigios del mismo tiempo. el
int('-rc$ que en aquél :1friesga el demandante de amparo, su conducta
pf()(:esal y. lina!nh.'l11c. la conducta de los órganos judiciales y la
l·omideración oe lo" ml'dios disponibles \entrc otras. SSTC 223,f19R8,
fundamento juridico 3."; 28(1989. fundamento jurídico 6:'; 81/1989,
fundamento jUlidico 3.°

Pues bien. en el cao;o que ahora nos ocupa. y con arre~lo a los dt~dos
critaios. es e\identc que la demora del Juzgado de VigIlancia Pt"lllten~

ciaria en efectuar el nombramiento de Abogado y Procurador del turno
de oficio para la ddensa y representación. respectivamente, del solici­
tante ell la 'ic~utlda instanCia. constituye una grave e injustifH:aJa lesión
de! dt:rccho lundaml:llta! a un proceso sin dilaciolles indebidas. Basta
seña!.lr al respecto que fue el propio Juzgado de Vigilancia el que. en el
,-\uI;l didado el 5 de Ol.:tubre de 1987, tuvo por presentado el r.:curso de
apd;;¡:iún y ordenó librar oficio a los Colegios de-\bogados y Procurado·
f\:~ par:t proceder a la designación interesada por el recurrente, y no
uh:.unte dio. y a pes.ar \Í(.' que el recurrente presentó es.:rito denun­
(vndo d retraso. no ha realIZado posteriormente actuación :l!guna para
,,[,,:cluar io'> pertinentes n('mbramientos y continuar la tramitación del
I':LÜfsn de apdacióo. ,\si las cosas, cuando e! recurso dt: amparo se
Interpone ha transcurrido un año sin que conste que el Juzgadu de
Vig¡!ancia o la AuJi~'lh'i;j ProvinCIal como Tribunal competente para
conocer del recurso de apC!:tclnn. hayan desplegado activiJ;:d alguna
r:.rJ efectuar las de-<;ign:.t1:.:::mcs de ..\bogado y Procurador dd turno de
oficio interesadas ft'ilt:radamente por el hoy recurrente, por lo qul.' se ha
sobrrpasado con h,!rta holgura el promedio de duración de e,,!!? trdlTIíte
procesa! de suplir el d.-:[ecto de pmtulación, lo 4ue no ("Ilcuentra
justificación ni en la natura1cza del trámite ni en la conducta del propio
recurrente.

En consecuencia, pues. s010' a los órganos jurisdiccionales <:5 repro·
chable el retraso en la dC'>ignación de Abogado y Procurador del turno
ce oticio. El hecho lit' que Ja omisión advertida pueda sC'r cons¡;cucnóa
directa o indirecta de la caótka situación en la que se encontraba en esas
fech;::.<; el Palacio de JUS1Í('!3 de Cjdiz, tal como manifiest;m tanto el
Juzgado de Vigi!an;:ia com la Audiencia Provincial de Cádiz en sus
respectivas comunio.ciones. es algo que carece de relevancia para
apreciar la lesión del dert:cho fundamental. pues. como este Tribunal ha
declarado reiteradamente, siguiendo aquí tambi",n la doctrina del
Tribanal Europeo de Dcre-chos Humanos, las dilaciones inJebHbs que
sean consecuencia de deficiencias estructurales. si bien pueden exonerar
a los titulares de los órganos jurisdiccionales de la responsabilidad
p\.'rsonal por 10i retrasos ('on que sus decisiones ~ produzcan. no privan
a los ciudadanos dt.'l derecho a n.'accionar frente a talt:s retrasos ni
permite considerarlos ('omo inexistentes (SSTC 36/1984.. fundamento
.luriJH:o 3.°; 233/1988, fundamento jurídico 7."), El prinCipio de inter­
pr;:tación favorable a la cfectivü1.'ld de los derechos fundamentales
impjJ,,' restringir el alc¡Jnc-: '! contenido del dl..'recho fundamental a un
pro(('SO publico sin dilaciones indebidas con base en disl¡nl:innes sobre
el nrig...n de las dilaciones que el propio art. 24.2 de la Constitución no
csLiL.·k'ce (STC 85/1 (190, fundamento jurídico 3.'').

Por lo que respecta a la presente queja de amparo, es [it~nu que dd
examen de las actuJ.cioncs -mejor comunlcJ.ciones- remitidas a este
Tribunal por la Audiencia Provincial de Cidiz podría deducirse, como
a~i lo hace el Ministerio fiscal, que la violdción constitucional ha
qu.xhdo en el prl.'sen!c caso sin objeto al haber dc,>estIITi3.do la
.-\ud\~n('ia -al parecer- el recurso d~ apebclcl~ ~:1 auto de JJ J(' :nayo
de 1%3. Pero la lnl,"ra comunicación, sin ('oncrccion alguna, de- c-.;u· dato
D\l ha dt' conducir. sin embargo. a la conclusión de que no ha CJótiJo
la In¡facción constitucional denunciada. En pnmcr terminn. ¡JcH,j"Je no
cor,~la. como antes 51.' dijo. que la tramitación del recurso de apd l~:íÓtl.

para el caso de que <:.si haya sido, haya discurrido despucs d.~~ la
pn.',-\:pti\"<L desig.nación de Abogado y procurador del turno de oí' cio al
hoy ~dici¡antc- de amparo. Er. segundo termino. porque. llun dando
comi) \álida la pn~sun(;ón del Ministerio Fi!'cal de que el recwso de
opc!:wión fue cfe('tivJmeflre tramitado pn'vía i.:ksignadón J.: At0gado y
Pny !";lL~or, es dartl q!ll' t¡m-:.bién cabria apreci:if lesión de! <:1ft. 24.:?: de
1:1 ( ,\nstitw:-ión. t()~b \TZ qu~ b designación h!'otéticam.:mC' efc-c'-'!ada
-y liUt1L".1. notifiGlda al intcft'sado- bien pu,~de:ali:ficarse- de tard!'1 en
1.".(;':':=;0. teniendo t:n CUl.:n!a. de un lado. la propia naturaleza del rr"ITlIte
de u("sig:l1o.ción. Y. J¿o otro. que no e.xistc c"nstanda 'llbm;:¡ de la
(\l1(·1!rn'ncia en el c;"¡so Que r:os o.¡;-upa de cír..:ur.stancias c~p~citicas que
pl.'iE>-'r:I!1 n:tras..\ o Jitlc..Jear la tr:!~itación de las d<:":¿;naciones
sülkif,:J.das.

·t Por lo qUi..' rc';pt.:.:t:; ,1 la ::lcgu.da intracción de! derecho a übtener
b. Ult,:la judicial efe,ti .. J. l'~ daro qu~ c-n d ca~o que ahun ;;0:' '-..i\:upa
seJÍa pO'>ibk apn,'cí¡¡r. aJt.·mtis de la .... iolación ud derecho .. '.lO pl(i..:¡,-so
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sin- dilaciones indebidas. la del dcreeho a la tutela judicial, pues la
inactividad del Juzgado en proceder a la dc!'ignación de A.bogauo y
Procurador del turno de ofido supone, en el presente caso, un obstáculo
insalvable para el acceso a un recurso leg3lrnente previsto y, en
definitiva, para obtener la tutela judicial <::,f\.Cltwa del an.24.1 de la
Constitución. Ello seria <!<;! porque a p~~~r de que el Juzgad'.) \1e
Vigilancia Penitenciaria ordenó en un primer momento librar oficio a
Jos Colegios de Abogados y Procuradon.'s para hacer bs correspondkn*
tes designaciones. lo cierto es que con ~u ina-:tividad posterIor cerró al
recurrente la posibilidad de suplir su falta de [Xlstul;:cion procesal para
la correcta interposición del recurso de apelación, h::t.:iendo imposible la
plena satisfacción del derecho :l la ~lncla judidal,

Ahora bien, el presente caso presenta la partir:u!J.ridad. de una partt"
Je que. segun atinna la Audienda Provincial de Cádi7 el recur<;o d,:
apelación en cuestión fue resuelto efJ. Auto de 10 J~ marzo de 19!'~: y,
de otra, que el hoy re(.~llrrcnte ha Vista satisfecha la prele'1<;ión por él
planteada el'l. el proceso judici;'ll pn:vio, puesto que, c!'~:o qu~dó

apuntad'-l, el propio recurrente reconoce cxprcsaml.'ute (¡tli::': d Centro
Penitt.llciariu le ha hecho efectivo el derc.:ho -antes meral1l.::n i C deda­
rado lJ'Jr dJuzgado efe Vigilancia Penitenclana, en los at!tr,,> di..' 31 d~~

julio',:" 5 Je-octubre de 1987- a un lrah::jo remunerado. Por tal motivo
la p.:Jslble lesión del dert:('ho a ohl~!)¡:r la tutda judió¡!! t.+C[\v~,

aprcci;)ble en abstracto, aparece en 1:1 J-:tu.1Jidad C0<110 c.1rcr:tc do:: toda
virtualidíld, pues, con independencia-de si el recurso de apel~h_'io!l !'ue o
no tramitado --¡;uestión esta que no corr~.,pondt: averiguar a (''-'l~

Tribun<:l ni ello, por otra parte, es posible:" a partir de los incompk:!)s
antect'dente3 que constan en el pres;?ntc rcCJr5tJ-, careceríJ de t0Ja
lógica e tria contra el principio de t'conomja pmccsal otorgar el amparo
por eSle concreto motivo con la sola finalid:l(j de que la Aüdll:'IC13
Provincia! tramitase el recurso ce apelació.l cuando la pr~lension del
recurrente en ese recurso ya ha sido sausfec!1a.

5. La~ éonsideracioncs que prec¡:dt:n co:1C!uccn a estimar que en el
presente caso se ha lesionado efectivamente el derecho a un proceso ::.in
dilaciones indebidas, garantizado por el arto 24.1 de la Constitución. y

así debemos declararlo. No procede, !lin embargo, y por las razones antes
expue.;tas, acceder a la petición del recurrcnte de qu~ el Juzgade de
Vigilancia Penitenciaria de Cádiz proceda a desi~nar Abogado y
Procurador del turno de oficio a fin de poder formahzar el recurso de
apelación intt'rpuesto contra el Auto dictado por dicho Juzgado el 31 de
julio de 1987. Por ultimo, tampoco ha Jugar a pronunciarse sobre b
pretensión del recurrente -expuesta en el escrito rcg.i.-.¡tr:1do el dia 2.1 de
enero del presente al'lo- de que procede d<lr1e de alta en la S.:gundac
Social, pues tal pr-=tensión no se ha deduddo en el P(tf!llJn de l~1
demanda, que t:S el que ¡,:írcunscribe lo que (":1 el proceso constituc:onnl
ha de resolverse, sin perjuicio. claro esta. de que pueda hacer valer. en
su caso, tal pretensijn ante los órganos cOITlf.lCtcntcs para ello.

fALLO

En alenóón a todo lu expuesto. el Tribunal Constitucional, ?DR LA
Al'TORIDAD Qí.'S LE CONFIERE LA CONS'flTUCJON DE LA NAClÓN
ESP,,\r';OlA.

Ha decidido

Estimar p¡:¡r..:i;llrncr:.tz el recurso de ampara inte.puesto por don Juan
Carlos Caccr~s Gambin! y, en C'Onsccucnciu, d~darar que su der.:cho .t
un proceso sin dilaciones indebidas ha sido lesionado por la demora
pad<:ódd, a p.u ¡ir del Auto d~ 5 de octubrt' de 1937, en la designación
dI,' .-\.hogado y Procurador del turno de oficio en la segunda instant:ia del
expediente I.U25/1 n7, del Juzgado de Vigilancia PenÍlcnciaria de
CadiJ:.

Publíquesc esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en ~ladrin a 14 de febrero de 1991.-Francisco Tomás y
V::lit"l1tc.-Fern:!!ldo Garcia-Mon v Gonzalez Rcgueral.-Carlos· de ~a

Vt'~ Bcna)as.-JesÚs Lcguina '\-·íIla.-Ltils López Guerra.-Vicentc
Gimeno Sendr.!..-Finnado y ruoricado.

¡.,',

EN NOMBRE DEL REY

L Antecedentes

la siguiente

El Phmo del Tribunal Constitucional compu2sto por don Francisco
Tornas y Valiente, Presidente; don Francisú.l Rubio Llorent~, don
FernanJo Gan;;ía-Mon y Gonzálcz-Rq;ucral. don Carlos de la Vega
Benayus. don Miguel Rodriguez-Piriero y Bra\-'o~Ferrer. don Je:r-ús
Leguina Villa, don Luis López Guerra, don Jose Luis de los Mozos y de
los Mozos, don Alvaro Rodríguez Btreijo, don Vicente Gimeno &ndra
y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronunciado.

"..bOlal, <'lcndo su pretensión dese'\timada por Sentencia de la ~íagistra~
tura núm. 26 de Madrid de fecha 17 de julio de 1989.

e) CO;ltra esta Sentencia la actora interpuso recurso de suplicación,
que tras los trámite procesales oportunos, concluyó mediante Sentencia
de 13 de diciembre de 1989, que desestimó el recurso y contlrmó la
impugnuda. Las resoluciones judiciales se basan para denegar la pensión
de viudedad en qUt~ la solicitante carecía de la condición legal de viuda
exigida en el aft.. 160 de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS)
ya que no habia estado casada con el finado, ni le era de aplicación lo
dispu~st¡) enlJ. Lhspo~iciónadicional décima de la Ley 30/1 \)81, de 7 de
julio.

3. Contra est... última Sentencia se interpone recurso de amparo por
presunta vulneració;, dd arto 14 en relación con los arts, 9.2, -+ I y 50 de
la Constitución, El primero .habría side lesionado, a juicio de la
demandante. por la discriminación acaecida ante la apliaclón del
aft 160 LGSS, en tuanto que de la misma se derivan consecuencias
jurídicas diferentes ~('giln que el presunto lll'ndiciario de la preslat'i0n
hubit~ra l::onvi"ido /II,)f(' IIxorio con el causante o por el contrario
hubiera contraído matrimonio, y esta diferencia, alega. no justifica un
tratamiento juridico distinto respecto de personas iguales en situaciont:s
de convivencia materialmente idt5nticas. La lesíón del arto 41 se habria
producido en UlanlO que la r~sü!ución judiCial impugnada no g;;lfanuza
la protección soC"ial ante la s¡tuu~ión de Ill'ct,'sidad constitucionalmente
r('cl)Oocida. Por último, el art. 50 de b Con~tittldón habría sido
1tsionado PU"'>, al no cono::d..-rle la pensión solicitada, los poderes
públicos incumplen su obligación de mantenimiento de pensiones para
In ¡erccra edad.

.De acuerdo con ello, la demandante en amparo solicita se declare la
nulidad de la Serll'?ncia del TSJ de ~ladrid de 13 de diciemhre dt..' 1989,
declarando el derecho de la actora a ~fcilJir la corresp.)ndicnte pensión
de viudedad reciamada en función de la real convivencia con el ('ausant~
de la misma.

~. ~kd¡3.nk pr0vidcnda de 28 (h~ mavo de i'i'.JO. la S~~c(ióI:

SC1~tlI\{_Ja de C::'~C Tri 1_l>lnal ¡\dmitió a tnimite li demanda. acordJ.ndo de
coñr(¡rmic3. C01~ -::I:.:.n. 51 de la Ley Org;i:lica de! Tribun;;.! Cosnütucí,)­
n<.!Í (I.OT(·) r:~·.;ucrir2l TSJ dl' !vl3drid y al Ju;'~ado de !o5ociJ! n;',!!. 16
tk .'\-lJdriJ pJ..f~ C¡1.1~ (n el p!aw do: diczdías fi.'m¡tl.::r;:.n t.~e¡ti:l,oniü ::le!
C'\.pcJicnte de I'J~ .\utus núm. 1.035/1'):)1'1) dd r('¡.:urs·) ,k slJpllcJci.,n
nt1n~. l.07Sjlh:;}. int(,ftsá.1Josc al pI op¡o t:.:nwo ,,~ cm~)I;L.:r;:¡ <.t (jui<:-Jl.-;s
fueron pan.!: en el pr(;CedHlliento, co'¡ t:XCl."rt.:II):1 J2 lit !'<:\.'i.!,rCllIc. IXlr~~

qUL' Ci] d ~)lazo ~L: díCl_ di;-]s puJic-;:m .:(,mparcct:r .::n est...: P;\,(~:iC)

\.',)n'ititucirnmL

~. P.:)r p,o\-"idl.:':~Cl:' d~ :1 de juli8 de ¡ );':1). h 5<:('c::"":1 "t'(Jr:lO t':~"l

por t'-'t'inidas lJ" :1CltLi\.·¡ünc!> rcmíthiJs pi-'J d TSJ de Madr:<.l y ¡u
JU~;;:lJo J;; lu S-..'I:I:.1 núiTI. 26 d¡; dl,::h;~ (:lpit.:J.1. A:-.imi;),,1<) S·;? tuvO po,

Pleno, Sentencia 38/1991, dI! 14 de ftJhrero. RC'Cl!1"50 de
amparo 391/1990. Contra Sentencia del Tnb:!nal Superior
de Justicia d" _Madrid. dÍCladd en AUluS sobre pensión de
~'iudedad. Supuesta vulneración de! principio de igualdad:
Trato discriminatorio dt!bido a no eslimar equh·olenu.'
matrimonio y con~Ú'encla matrimonial. Votos particulares.
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SENTENCIA

En el recurso de amparo mimo 391/1990, interpuesto por d(lna
Maria del Carmen Iglesias Saavedra. en nombre y representación de
dona Mercedes Fernandez Soberats, contra la Sentencia del Tribu:1aJ
Superior de Justicia tTCT) de Madrid de 13 de diciembre de 1989. Han
con~parccidoel Ministerio Fiscal y el Instituto Nacional de la Seguridad
Socwl (lNSS), representado por el Procurador de los Tribunales don
LUIS Pulgar Arroyo. Ha sido Ponente el Presidente don Francisco Turnas
y Valiente, quien expresa el pareceder del Tribunal.

L El 15 de febrero de 1990 tuvo entrada t~n el Registro de este
Tribunal un escrito de dona "\1aria del Cann~n hdcsws Saa\t.::dr.l. quien
en nombre y repr,'sen;.lción de donai\-kZ'"ü:J~s Fcrnánd~z Scbcrats.
interpon.: r,,-'Curso de Jmpnro contra b Scnte:lcia dd TSJ d,: !\hdr;J d~

13 el: dici~mbre- de 19XII. dictada en Autos sebre D::nsión di: \iud.;d::.d.
Inv'JGtn bs arts. 9.2, l ..j., ~l Y 50 de 1:J: C:m,stÍt!1ci¡in.

2. La demanda se fundnmenta en 1;:;;; :>i;uicnt;;s antcceJ'..'llt.:S:

a} DUlb :'v1crcedes .tern.lIldcz Sohl'r;lu cfJ,)vi\'jó marit<lJ¡j1~fitc con
don R;.¡ú! (l\m'zák~ Arcú'') dó..k~ (:1 m;.) 1')72 h::~w. 19;58.

b) rrG.~ el falk-cimiemo d.: don R:H:.J G0illjk.~ Art:C\:~, :lr2u:~ol.) d
24 Jc m·.lrzo d,: ICiSS. la htlY lt:cum:nte en :J.n;.~"lr;) solicitó <lilh: dIN':S
;.,1 n:~i)ii0Cimi~llto de unJ pensión de vÍud;:.J.id. Dicha so:;c;n:.J t"j,;:
d'-'l1cg?d: l , _r-'.-:_1t:.: .1 ePo rcac;:ionó la recurren:,; i:ltt'rponientin n:¡,hm.~­
cicn przv¡: y, tra'> sü d<::;cr,tim;¡ció'1., J.:;n::nd;l iW.t\'" i:l ju:!,:u);:¡:jGn


